
                                                                                              

                                                                                        
                                                                                                     

 

 

Departamento Administrativo de Jurídica 
Subdirección de Representación Judicial  

 

 Santiago de Cali, 18 de agosto de 2021       

                                                                                                       

Señor 

JUEZ SEPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE ORALIDAD  

Ciudad 

 

 

RADICACIÓN:               7600131003   

MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTRABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 DEMANDANTE:             RUCELLY LONDOÑO 

DEMANDADO:               DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 

ASUNTO:                        CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 

MARIA ALEJANDRA ESTUPIÑAN BENAVIDES mayor de edad y vecino de Cali, 

identificado con la cédula de ciudadanía N° 16.265.354  expedida en Cali - Valle del 

Cauca, Abogada en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional N° 180.961 del 

Consejo Superior de la Judicatura, obrando conforme con el poder conferido por la 

Señora Gobernadora del Departamento del Valle del Cauca, a la Directora del 

Departamento Administrativo Jurídico Doctora LIA PATRICIA PÉREZ CARMONA, 

(Ver poder y anexos),  el cual me sustituyó, respetuosamente manifiesto al 

Honorable Despacho Judicial, que procedo a CONTESTAR LA DEMANDA, en los 

siguientes términos: 

 

IDENTIFICACIÓN PARTE DEMANDADA  

 

El Departamento del Valle del Cauca, entidad territorial, representada legalmente por 

la Doctora DILIAN FRANCISCA TORO TORRES, en su condición de Gobernadora 

del Departamento, según Acta de Posesión del día primero (01) de enero del 2016, 

de la Notaría Quinta del Circulo de Cali, o quien lo represente, con domicilio en la 

ciudad de Santiago de Cali. 
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 I. LO QUE SE DEMANDA 

 

PRIMERO: DECLARAR la nulidad de la resolución No. 0515 del 13 de noviembre de 

2020, expedida por el Departamento Administrativo de Desarrollo Institucional de la 

Gobernación del Departamento del Valle del Cauca, mediante la cual se confirmó lo 

dispuesto en la resolución No. 0385 del 21 de septiembre de 2020, por la cual se 

niega el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente que elevara la señora 

RUCELLY LONDOÑO. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, el restablecimiento del derecho, ordenando a la 

entidad demandada el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente a la 

señora RUCELLY LONDOÑO, a partir de la fecha en que se causó el derecho so 

pena de la prescripción trienal a la presentación de la demanda. 

 

TERCERO: La actualización de la condena de conformidad con lo previsto en el 

artículo 187 del CPCA, aplicando los ajustes de valor (indexación) desde la fecha de 

la desvinculación hasta la fecha de ejecutoria de la sentencia que le ponga fin al 

proceso. 

 

CUARTO: Ordenar el pago en favor de la señora RUCELLY LONDOÑO, del valor de 

las mesadas pensionales dejadas de percibir con la actualización o indexación sobre 

las sumas adeudadas y en caso de no proceder con el pago en forma oportuna, 

disponer la liquidación y pago de intereses comerciales y moratorios, tal como lo prevé 

el artículo 192 del CPCA. 

 

QUINTO. Las liquidaciones de las anteriores condenas deben efectuarse mediante 

sumas líquidas de moneda de curso legal en Colombia y se ajustarán dichas 

condenas tomando como base el Índice de Precios al Consumidor. 
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 SEXTO. Condenar en agencias en derecho y costas del proceso a la Gobernación 

del Valle del Cauca – Departamento Administrativo de Desarrollo Institucional, de 

conformidad  

  

II. A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: Es Cierto, Conforme a la Documentación que reposa en la demanda y 

que fue allegada con el traslado de la misma. 

 

SEGUNDO: Es Cierto, Conforme a la Documentación que reposa en la demanda y 

que fue allegada con el traslado de la misma. 

 

TERCERO: Es Cierto, Conforme a la Documentación que reposa en la  demanda y 

que fue allegada con el traslado de la misma. 

 

CUARTO: El Departamento del Valle del Cauca, se está a lo que logre acreditarse en 

el proceso. Las pruebas aportadas en torno a la unión marital de hecho entre 

compañeros permanentes, en los plazos y personas indicadas en este hecho, no 

resultan suficientes, más cuando no se aporta registro civil de nacimiento de la 

demandante quien se apellida como LONDOÑO DE ZAPATA, desconociéndose si 

tiene a la fecha sociedad conyugal o patrimonial vigente distinta de la que alega tuvo 

con el señor LUIS EDUARDO CARMONA GIRALDO. 

 

QUINTO: Es parcialmente cierto, en lo que respecta a la fecha de fallecimiento del 

señor LUIS EDUARDO CARMONA GIRALDO pues así se acredita con prueba 

documental. En lo demás expuesto, debe acreditarse la aludida convivencia. 

 

SEXTO: Deberá acreditarse la dependencia económica de la demandante. Es un 

hecho sujeto a prueba que no reconoce mi poderdante. 
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 SÉPTIMO: Parcialmente cierto, en cuanto se advierte del documento de 

identificación. En lo demás, se estará a lo probado en el proceso. 

 

OCTAVO:  Este hecho no se acepta por mi representada, deberá ser acreditado en 

el proceso. 

 

NOVENO. NO ES CIERTO, las razones y negativa del reconocimiento de la pensión 

de sobreviviente se encuentran contenidas en los actos demandados. 

 

III. FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

Solicito respetuosamente DENEGAR todas y cada una de las Pretensiones de la 

demanda.  Igualmente reconocerme personería jurídica para actuar dentro del 

proceso. 

IV. ARGUMENTOS JURIDICOS 

 

La señora RUCELLY LONDOÑO, solicita el reconocimiento y pago de la pensión 

de sobreviviente respecto del señor LUIS EDUARDO CARMONA GIRALDO, quien 

laboró para el Departamento del Valle del Cauca, desde el 2 de febrero de 1970 al 

1 de abril de 1982, desempeñando como último cargo en propiedad, el de Inspector 

de Vigilancia 8 en la Secretaría de Hacienda Departamental.  

 

La demandante argumenta en síntesis como fundamento de la demanda que le es 

aplicable por principio de favorabilidad las disposiciones de la ley 100 de 1993, en 

relación con el reconocimiento de la pensión de sobreviviente, lo cual le permite 

acceder a dicha prestación económica. 

 

De conformidad con el certificado de tiempo de servicios expedido el 6 de agosto 

de 2019, por el Departamento Administrativo de Desarrollo Institucional – 

Subdirección de Gestión Humana de la Gobernación del Valle del Cauca, el señor 

LUIS EDUARDO CARMNONA GIRALDO, laboró para el ente territorial en un total 
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 de doce (12) años, dos (2) meses y cero (00) días. 

 

Los actos acusados de nulidad, niegan el reconocimiento y pago de la pensión de 

sobreviviente aduciendo que para el momento de retiro del servicio del causante 

las leyes vigentes en materia pensional eran la ley 6ª de 1945 y 12 de 1975 y no la 

ley 100 de 1993, tal como se transcribe a continuación: 

 

Al respecto de la aplicación de la ley en materia pensional, el Consejo de Estado 

ha establecido que los derechos prestacionales derivados de la muerte con fines 

de reconocimiento de pensión de sobreviviente o sustitución pensional, tienen 

como fuente el régimen legal aplicable para el momento de la muerte, evento en el 

cual se consolida el derecho sin que pueda pretenderse la aplicación irretroactiva 

de la ley 100 de 1993, pues ello iría en contra de lo dispuesto en la ley 153 de 1887 
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 y solo podrá alegarse la ley favorable siempre que esté vigente al momento en que 

se habría causado el derecho. 

 

En efecto, en sentencia del primero (1º) de marzo de dos mil dieciocho (2018), 

expediente 17001-23-33-000-2013-00604-01 (3713-2014) con ponencia del 

Consejero Ponente Carmelo Perdomo Cuéter, ha manifestado: 

 

“La jurisprudencia de esta Corporación1 ha considerado que en circunstancias especiales, cuando 

un régimen pensional especial no satisface las mínimas garantías que sí satisface el régimen 
general y cuando éste resulta más favorable que el especial, debe preferirse su aplicación; no 
obstante, es necesario tener cuenta que la ley favorable que se debe aplicar es la que esté vigente 
al momento en que se habría causado el derecho. 
  
El derecho a la pensión de sobrevivientes se causa al momento del fallecimiento - del pensionado, 
es decir, en el caso analizado las. normas que gobiernan la pensión de sobrevivientes que hubiera 
podido surgir con ocasión del fallecimiento del señor Jaime Reyes son las que estaban vigentes el 
19 de octubre de 1985, pues fue durante su vigencia cuando se produjo el deceso y por tanto, 
cuando se pudo consolidar el presunto derecho reclamado. 
  
La Ley 100 de 1993, que consagra el derecho pensional de sobrevivientes solicitado por la 
accionante, entró en vigencia el 1º de abril de 1994, de conformidad con lo previsto en su artículo 
151, que es del siguiente tenor literal: 
  
[ ... ] 
  
Es decir, no estaba en vigencia al momento del fallecimiento del causante, razón por la cual no 
puede aplicarse para resolver la situación pensional aquí reclamada. 
  
Para la Sala es evidente que lo que pretende la demandante es la aplicación retroactiva de la Ley 
100 de 1993, pues considera que le es benéfica y favorece sus pretensiones; no obstante, los 
derechos prestacionales derivados de la muerte del señor Reyes se consolidaron a la luz de las 
normas vigentes al momento de' su fallecimiento, lo que lleva a afirmar que no es viable la aplicación 
de la ley que se pretende, toda vez que ello iría en contravía del principio de irretroactividad de la 
ley, derivado de la Ley 153 de 1887. 
  
Con los argumentos expuestos en forma antecedente, la Sala rectifica la posición adoptada en 
sentencias de abril 29 de 201011 y noviembre 1º de 201212, en las que, en materia de sustitución 
pensional se aplicó una ley nueva o posterior a hechos acaecidos antes de su vigencia, en ejercicio 
de la retrospectividad de la ley, precisando que no hay lugar a la aplicación de tal figura, toda vez 
que la ley que gobierna el reconocimiento de la pensión de beneficiarios es la vigente al momento 
del fallecimiento del causante y no una posterior. 
  
  
Por otra parte, destaca la Sala que la Corte Constitucional, en la sentencia T-116 de 2016, revisó 
los fallos de tutela proferidos por esta Corporación, en una situación fáctica similar a la sub judice, 
e hizo referencia a sus propias decisiones contenidas en los fallos T-891 de 201113, T-072 de 
201214 y T-587A de 201215, en las que apoyó el precedente de esta Corporación vigente para esas 

                                                 
1 Ver, entre otras, las sentencias de 7 octubre de 2010, radicado 76001-23-31-000-2007-00062-01(0761-09); 18 de febrero 

de 2010, radicado 08001-23-31-000-2004-00283-01(1514-08); y 16 de abril de 2009, radicado 76001-23-31-000-2004-00293-
01 (2300-06). 
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 fechas, en tomo a la posibilidad de aplicar de manera retrospectiva la ley de seguridad social actual 
para resolver solicitudes pensionales de sobrevivientes relativas a causantes que fallecieron antes 
de 199116, pero precisó que en la sentencia T-564 de 201517, tuvo en cuenta la rectificación de 
jurisprudencia efectuada el 25 de abril de 2013, por este órgano de cierre de la jurisdicción de lo 
contencioso-administrativo, en el sentido de entender que la norma aplicable para resolver las 
peticiones pensionales de sobrevivientes es la vigente a la muerte del causante18, sin embargo, 
pese al precedente resulta necesario que se verifique en cada caso el grado de afectación de los 
sistemas pensionales preconstitucionales, lo que conlleva examinar la normativa especial aplicable 
a la situación concreta frente a las generales también existentes para esos momentos». 

 
En igual sentido se pronunció en sentencia del 16 de octubre de 2020, Consejero 

Ponente Carmelo Perdomo Cuéter, expediente 76001-23-33-000-2016-00527-01 

(3606-2018) Demandante Graciela Ramírez Monsalve. Demandado: 

Departamento del Valle del Cauca. 

 
Acorde con lo anterior, para el caso concreto debe tenerse presente que el artículo 
17 de la Ley 6ª de 1945 estableció la pensión vitalicia de jubilación para los 
empleados de carácter permanente  «[ ...] cuando el empleado u obrero haya llegado o llegue 

a cincuenta (50) años de edad, después de veinte (20) años de servicio continuo o discontinuo, 
equivalente a las dos terceras. partes del promedio-de sueldos o jornales devengados, sin bajar de 
treinta pesos ($30) ni exceder de doscientos pesos ($200) en cada mes. La pensión de jubilación 
excluye el auxilio de cesantía, menos en cuanto a los anticipos, liquidaciones parciales o préstamos 
que se le hayan hecho lícitamente al trabajador, cuya cuantía se ira deduciendo de la pensión de 
jubilación en cuotas que· no excedan del 20% de cada pensión» 
 

 
Por su parte, el artículo 1º de la Ley 12 de 1975 estipulaba que «…el cónyuge supérstite 

o la compañera permanente de un trabajador particular o de un empleado o trabajador del sector 
público, y sus hijos menores o inválidos, tendrán derecho a la pensión de jubilación del otro cónyuge 
si éste falleciere antes de cumplir la edad cronológica para esta prestación, pero que hubiere 
completado el tiempo de servicio consagrado para ella en la Ley, o en convenciones colectivas». 
 

El señor LUIS EDUARDO CARMONA GIRALDO, falleció el día 01 de abril de 1982, 

de conformidad con el certificado de defunción adosado al expediente, con lo cual 

se dio el retiro del servicio según certificación expedida por el Departamento 

Administrativo de Desarrollo Institucional. 

 

En ese orden de ideas,  el régimen pensional aplicable al momento del fallecimiento 

del señor LUIS EDUARDO CARMONA GIRALDO (año 82), era el general contenido 

en las leyes 6 de 1945 y 12 de 1975, razón por la cual no cumplía para ese momento 

con los requisitos para acceder a ella puesto que no contaba con la edad y 

principalmente no había alcanzado el tiempo de cotización previsto para acceder a 

la pensión de jubilación, puesto que contaba con 12 años 2 meses de servicio, es 
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 decir no tenía los 20 años de servicios, sin que resulte aplicable el régimen previsto 

para la pensión de sobreviviente por la ley 100 de 1993, puesto que la misma no 

estaba vigente para el momento del deceso del señor LUIS EDUARDO CARMONA 

GIRALDO. 

 

V. EXCEPCIONES 

 

Acorde con los razonamientos expuestos, reitero la solicitud de negar las 

pretensiones de la demanda y en su lugar se declaren probadas las siguientes 

excepciones:  

 

1. INEXISTENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL RECLAMADO 

 

No existe obligación a cargo del Demandado Departamento del Valle del Cauca, de 

reconocer la pretendida pensión de sobreviviente en favor de la señora RUCELLY 

LONDOÑO, en virtud de que al momento del fallecimiento del señor LUIS 

EDUARDO CARMONA GIRALDO, aquél no reunía los requisitos de ley para 

acceder a la pensión de jubilación y no resulta aplicable la ley 100 de 1993 por no 

estar vigente para ese momento. 

 

2. COBRO DE LO NO DEBIDO 

 

La excepción del cobro de lo no debido la propongo toda vez que la entidad que 

represento no está en la obligación de cancelar la pensión de sobreviviente 

pretendida por la accionante, toda vez que no está demostrado que la 

administración departamental haya infringido norma alguna u obrado de mala fe, 

más cuando los actos administrativos acusados no adolecen de legalidad. 
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 3. PRESCRIPCION 

 

De acuerdo a lo establecido en el Dcto. 1848 de 1.969 art. 102 las prestaciones 

sociales prescriben en el término de tres años contados a partir de la última petición. 

La prescripción se contará desde que la obligación se haya hecho exigible, según 

lo establecido en el artículo 151 del Código de Procedimiento Laboral. La 

jurisprudencia ha expresado que la pensión de jubilación y el derecho a los 

reajustes no prescriben, pero las mesadas si, razón por la cual, están prescritas 

todas las obligaciones pensiónales, reliquidaciones, reajustes pensionales, 

intereses corrientes y/o moratorios, indexación, que se hubieren causado con 

anterioridad a los tres años contados desde la fecha de presentación de la 

demanda. 

 

Lo anterior, en el evento de que prosperen favorablemente las pretensiones de la 

demanda y sin que ello signifique en ningún momento la aceptación o 

reconocimiento de nuestra parte del incumplimiento de la obligación.  

 

4. INNOMINADA 

 

Interpongo esta excepción frente a toda situación de hecho y/o derecho que resulte 

probada en el presente proceso y que beneficie los intereses de la entidad que 

represento. 

 

VI. SOBRE COSTAS 

 

Solicito al Honorable Juez se condene en costas a la parte demandante, en la 

medida en que está facultado para ello en virtud de lo establecido en el artículo 

188 del CPACA. 
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 VII. PRUEBAS 

 

Me atengo a las presentadas por la parte actora. 

Los antecedentes Administrativos que dieron origen a los actos acusados. 

 

VIII. ANEXOS 

 

1. Poder de sustitución de la Directora del Departamento Administrativo Jurídico 

del Valle del Cauca, Doctora LIA PATRICIA PEREZ CARMONA a mi favor, y 

de acuerdo con el poder otorgado por la Señora Gobernadora del 

Departamento del Valle, con sus correspondientes anexos.  

 

2. Documento con el cual se da Contestación a la demanda. Contentivo de doce 

(12) folios. 

 
3. Antecedentes administrativos contenidos en cuarenta y un (41) folios. 

 
IX. NOTIFICACIONES 

 

1. La demandante y su apoderada judicial en las direcciones que relaciona en 

el libelo de la demanda. 

 

2. La parte demandada, Señora Gobernadora del Departamento del Valle del 

Cauca, las recibirá la Directora del Departamento Administrativo Jurídico 

Doctora LIA PATRICIA PÉREZ C., en su Despacho ubicado en el Edificio de 

la Gobernación del Departamento del Valle del Cauca, Palacio de San 

Francisco, Carrera 6ª Calle 9 y 10, Departamento Administrativo Jurídico, 2° 

piso, Santiago de Cali. 

 

3. Las mías las recibiré en la Secretaría de su Honorable Despacho o en la 

Oficina del Edificio de la Gobernación del Departamento del Valle del Cauca, 
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 Secretaría Jurídica, 2° piso, Palacio de San Francisco, Calle 10 con carrera 

6, Santiago de Cali. Correo electrónico: njudiciales@valledelcauca.gov.co. 

Y estupinanmariaalejandra@gmail.com.  

 

De la honorable Juez, con todo respeto. 

 

 Atentamente, 

 

 

 

 

 

MARIA ALEJANDRA ESTUPIÑAN BENAVIDES 

Abogada contratista 

Subdirección de Representación Judicial 

Departamento Administrativo de Jurídica 

mailto:njudiciales@valledelcauca.gov.co
mailto:estupinan


















































































































Consejo Superior de la Judicatura
Unidad de Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia

LA DIRECTORA DE LA UNIDAD DE REGISTRO NACIONAL DE ABOGADOS Y

AUXILIARES DE LA JUSTICIA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA

C E R T I F I C A

Certificado de Vigencia N.: 358904

Que de conformidad con el Decreto 196 de 1971 y el numeral 20 del artículo 85 de la Ley 270 de
1996,  Estatutaria de la Administración de Justicia, le corresponde al Consejo Superior de la
Judicatura regular,  organizar y l levar el Registro Nacional de Abogados y expedir  la
correspondiente Tarjeta Profesional, previa verificación de los requisitos señalados por la Ley.

En atención a las citadas disposiciones legales y una vez revisado los registros que contienen
nuestra base  de datos se constató que el (la) señor(a)  MARIA ALEJANDRA ESTUPIÑAN
BENAVIDES, identificado(a) con la Cédula de ciudadanía No. 67013166., registra la siguiente
información.

VIGENCIA

CALIDAD NÚMERO TARJETA FECHA EXPEDICIÓN ESTADO

Abogado 110524 17/10/2001 Vigente

Observaciones:
­

Se expide la presente certificación, a los 17 días del mes de agosto de 2021.

MARTHA ESPERANZA CUEVAS MELÉNDEZ
Directora

Notas 1­ Si el número de cédula, los nombres y/o apellidos presentan error, favor dirigirse a la Unidad de Registro Nacional de Abogados y
Auxiliares de la Justicia. 
2­ El documento se puede verificar en la página de la Rama Judicial www.ramajudicial.gov.co a través del  número de certificado y fecha
expedición. 
3­ Esta certificación informa el estado de vigencia de la Tarjeta Profesional, Licencia Temporal, Juez de Paz y de Reconsideración

Carrera 8 No.12B ­82 Piso 4. PBX 3817200 Ext. 7519 – Fax 2842127

www.ramajudicial.gov.co








